Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 36 minutos.) 


-El Senado, en su momento, autorizó la reunión de las Comisiones para el tratamiento de 
algunos proyectos. La Comisión de Constitución y Legislación tiene a estudio la iniciativa 
correspondiente a “Delitos Cometidos por Funcionarios Policiales y Tráfico de Pasta Base de Cocaína”, 
que el Poder Ejecutivo había planteado como tema central. A partir de los acuerdos internos que fuimos 
procesando, incluimos este tema en el Orden del Día, porque la intención de la bancada oficialista es 
celebrar sesión plenaria el próximo jueves y elevar esta iniciativa. 


Tal como pueden apreciar los señores Senadores, se hicieron una serie de modificaciones, 
por lo que podemos realizar una presentación en general de la iniciativa o analizar artículo por artículo; 
si bien se trata de un proyecto de ley que aumenta la pena, se trata de temáticas diferentes. 


Antes de comenzar el tratamiento, daremos cuenta de los asuntos entrados. 
Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


CARPETA N* 987/2012. CÓDIGO DE LA NIÑEZ Y LAADOLESCENCIA. Se modifica el artículo 188 de la 
Ley N* 17.823, de 7 de setiembre de 2004, en la redacción dada por la Ley N* 17.930, de 19 de 
diciembre de 2005. Proyecto de ley con exposición de motivos presentado por los señores Senadores 
José Amorín Batlle y Tabaré Viera. (Distribuido N* 1656/2012). 


FUE REPARTIDO Y SE INCLUIRÁ EN EL ORDEN DEL DÍA DE LA PRÓXIMA SESIÓN. 


Informe remitido por el Instituto de Derecho Penal de la Facultad de Derecho de la Universidad de la 
República el 29 de agosto de 2012, en respuesta a la Nota N* 21/12, de fecha 7 de junio de 2012, 
respecto del proyecto de ley a estudio, relacionado con tráfico ilícito de armas (Carpeta N* 845/2012 - 
Distribuido N* 1663/2012). 


dota remitida por el Dr. José A. Sinniscalco, representante de cuatro ex funcionarios del Casino de Minas, 
de fecha 5 de setiembre de 2012, por la que solicita audiencia a efectos de exponer sobre la 
destitución de dichos funcionarios.” 


-Con respecto al último tema, la Presidencia adelanta que en el correr de los próximos días va 
a tomar contacto con el doctor Sinniscalco a efectos de solicitarle que nos envíe los antecedentes. 


Por otro lado, será repartido el informe remitido por el Instituto de Derecho Penal de la 
Facultad de Derecho de la Universidad de la República. 


A continuación, pasamos a considerar el proyecto de ley a estudio de la Comisión. 


Léase el artículo 1% de la propuesta realizada por los señores Senadores integrantes de la 
Bancada del Frente Amplio. 


(Se lee:) 


“Artículo 1*.- En los delitos previstos en los artículos 153, 155, 156, 157, 158, 158 bis y 160 
del Código Penal, constituye agravante especial y la pena se elevará en un tercio en su mínimo y en su 
máximo, cuando el sujeto activo sea funcionario policial, funcionario militar, Actuario, Alguacil y 
Magistrado del Poder Judicial, Ministro del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, miembro de un 
Tribunal de Apelaciones, Magistrado del Ministerio Público y Fiscal o funcionario de la Dirección 
General Impositiva o de la Dirección Nacional de Aduanas”. 


SEÑOR PASQUET.- Observo que no se ha querido restringir el aumento de la pena a los funcionarios 
policiales, tal como lo establecía el proyecto originario del Poder Ejecutivo. Ahora bien, si el propósito 
es uniformizar el tratamiento punitivo para una serie de funcionarios de cierta jerarquía o relevancia 
institucional, me parece claro que también deben incluirse los Legisladores y los Ministros de Estado. 
Es decir, si se incluye a los policías, los militares, los Jueces y los Ministros del Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo, creo que también debe incluirse a los Legisladores, los Ministros y los 
Subsecretarios. 


Más allá de eso, que es un tema de fondo, quería plantear alguna cuestión de redacción. Por 
ejemplo, creo que si expresamos: “Magistrado del Poder Judicial”, no tiene sentido agregar luego 
“miembro de un Tribunal de Apelaciones”, ya que este también es un Magistrado del Poder Judicial. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que son de recibo las dos observaciones que plantea el señor Senador 
Pasquet. 


SEÑOR GALLINAL.- Sinceramente, quiero decir que el texto no me convence, ni siquiera con el 
agregado planteado, porque no me parece que haya espacio para una discriminación de esa 
naturaleza. En todo caso, expresaría esto con carácter genérico, refiriéndonos al “funcionario público”, 
y que sea un agravante especial para el mismo. 


Entiendo que no se haya querido incluir solamente al funcionario policial, porque de alguna 
manera eso representaba una suerte de acusación contra ellos, y tenían todo el derecho de sentirse 
agraviados por una norma de esas características. Ahora ampliamos la disposición y los acusados -si 
lo tomamos en ese sentido- son los funcionarios policiales, los militares, los Magistrados, los 
Legisladores, los Ministros, etcétera; pero me pregunto por qué tantos otros no. Modifiquemos el texto 
y expresemos simplemente “funcionario público” y que sea un agravante para todos ellos, y punto y 
aparte. De esa manera, si un funcionario público incurre en ese delito tendrá un agravante, y está bien 
que así sea. Ello me parece mucho más equilibrado y justo que andar excepcionando a quien no 
tenemos por qué excepcionar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer un comentario. Las leyes tienen un aspecto notoriamente 
vinculado al objeto que se persigue, pero también dan una señal política. Estos delitos están 
comprendidos dentro del Capítulo de la Administración Pública y lo que en principio se pretende es que 
quienes ejerzan cierta autoridad o representen la Ley ante el conjunto de la sociedad  -en un principio 
se hablaba de la Policía porque representa la fuerza pública, pero también la Ley-, tengan mayor 
responsabilidad y tomen conciencia del uniforme que visten. Algunos miembros de esta Comisión, así 
como visitantes y otros Legisladores -de la oposición y del oficialismo- consideramos que no solo la 
Policía representa la Ley, sino que hay otros que lo hacen simbólicamente. Por lo tanto, el hecho de 
que se agregue a los Senadores y Diputados -o, genéricamente, a los Legisladores- y a los Ministros, 
va en la dirección correcta. Sin embargo, de incluir a todos, no estamos seguros de que no se pierda el 
objetivo inicial, que era distinguir y establecer la diferencia entre quien simplemente tiene la calidad de 
empleado público -para quienes estos delitos ya están tipificados y tienen su pena- y aquellos que 
tienen la obligación de representar, simbólica o realmente, la Ley. Esa es la diferencia. Por ejemplo, si 
el personal de limpieza de algún Ministerio comete uno de los delitos que están tipificados, le va a caer 
todo el peso de la Ley, pero la situación será distinta de la de aquel que, cometiendo el mismo delito, 
tiene otra obligación, porque es el ejemplo, el que ante la sociedad representa la autoridad y la 
responsabilidad de hacer cumplir la Ley. 


En definitiva, podríamos agregar a los Legisladores y a los Ministros. Por otra parte, si se 
entiende que los miembros del Tribunal de Apelaciones estarían comprendidos entre los Magistrados 
del Ministerio Público, no habría problema en actuar como se planteaba. 


SEÑOR GALLINAL.- Me parece que estamos legislando en una forma un poco apresurada. Entiendo 
el razonamiento del señor Senador Pasquet, pero ¿por qué no incluir a los Subsecretarios, a los 
Directores Generales del Ministerio o al propio Presidente de la República? 


Si nos detenemos a buscar, al agregar Legisladores y Ministros nos veremos obligados a 
incorporar otros cargos de jerarquía, tales como los que me acabo de referir y algunos más, como por 
ejemplo los Secretarios de los Juzgados. 


La Bancada del Frente Amplio acuerda esta redacción y la propone -no sé con qué propósito; 
seguramente será muy loable-, pero entiendo que es discriminatoria y arbitraria. ¿Por qué sí algunos 
de los que están y por qué no algunos de los que deberían estar? ¿Por qué ahora vamos a agregar a 
los Ministros y no a los Subsecretarios, al Director General del Ministerio del Interior o de todos los 
Ministerios? 


Tengamos cuidado y busquemos lo que más se adecue al caso concreto, pero sin caer en 
apresuramientos. Nos llama la atención que el señor Senador Pasquet observe la omisión que se 
estaba cometiendo y agregue otros cargos, pero seguimos cometiendo omisiones y discriminaciones. 


Según comentó el señor Presidente, el próximo jueves sería la sesión del Senado... 


SEÑOR PRESIDENTE.- El jueves se llevaría a cabo la sesión del Senado, pero lo que podríamos 
hacer hoy en la Comisión es eliminar el término “miembro del Tribunal de Apelaciones”, votar el 
proyecto de ley tal como está y, de aquí al jueves, buscar una redacción de consenso que nos 
permitiera ser precisos en el objetivo que se está buscando, sin ir a la generalidad -discúlpeme, señor 
Senador; sé que es bueno el propósito- de hablar solamente del funcionario público, porque se 
perdería el objeto de esa diferenciación. 


Estoy proponiendo votarlo así y, de aquí al jueves, entre el miembro informante y algunos 
otros integrantes de la Comisión, acordar una redacción que no cambie en lo sustancial, pero que nos 
permita ser más precisos. 


No sé si ese era su propósito, pero quería dar mi opinión. 
SEÑOR GALLINAL.- Me parece bien, señor Presidente. 


Creo que mi propuesta, al ser más genérica, es más equilibrada, más justa y no es 
discriminatoria; pero, por supuesto, tal vez corramos el riesgo de licuar el valor del agravante que, 
según entiendo, es en lo que se podría concluir. 


Reitero que me parece bien la sugerencia de eliminar lo relativo a los Magistrados, en tanto 
ya están comprendidos en la otra expresión, así como la de dar tiempo al miembro informante para, en 
consulta, llegar a una redacción definitiva de aquí al jueves. Considero que esta es una buena salida. 


SEÑOR PASQUET.- Estoy de acuerdo con el criterio propuesto por el señor Presidente, como medida 
práctica ante esta situación. Lo que sucede es que recién estamos tomando conocimiento del texto que 
propone la bancada del Frente Amplio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por supuesto, señor Senador. 


SEÑOR PASQUET.- Acabamos de leerlo y estamos pensando en vos alta lo que ocurriría en estas 
situaciones. 


Al releer el texto del artículo 19 me doy cuenta de que, mientras la referencia al sujeto activo 
está siempre en singular -funcionario policial, militar, etcétera-, luego se pasa al plural y se habla de 
Magistrados del Ministerio Público y Fiscal. Considero que se tendría que seguir el mismo criterio y 
decir “Magistrado”, etcétera. Lo mismo tendríamos que hacer si vamos a mencionar a funcionarios del 
Poder Judicial que no sean los Magistrados. Además, habría que respetar cierta precedencia jerárquica 
y empezar por el Magistrado del Poder Judicial, seguir por el Actuario, el Secretario, el Alguacil y 
continuar con el resto; no deberíamos empezar por los funcionarios de menor jerarquía. 


Esos son pequeños ajustes que habría que hacer. 


Por el otro lado, debo decir que la primera preocupación que me asaltó cuando leí esto es 
que se pueda pensar que quienes tenemos nada menos que la responsabilidad de ser Legisladores o 
representantes de la ciudadanía, nos excluimos a la hora de señalar agravantes. Si la pena va a 
aumentar en función de la jerarquía del funcionario -y aclaro que esto me parece bien-, en primera fila 
tendríamos que estar nosotros. Creo que eso nos da autoridad para decir que, además, van a estar 
otros funcionarios. 


Además, van a ser funcionarios el 80% o el 90% de los que comentan los delitos a que hace 
referencia el artículo 1%, puesto que son delitos contra la Administración. Habrá algunos particulares 
que puedan cometerlos, pero en general van a ser funcionarios públicos. 


Por ahora, es eso, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vemos si estamos de acuerdo con esta redacción y luego, naturalmente, 
analizamos el resto. 


Tendría que decir, entonces, “funcionario policial, funcionario militar, Magistrado, Actuario, 
Alguacil del Poder Judicial, Ministro del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, Magistrado del 
Ministerio Público y Fiscal, funcionario de la Dirección General Impositiva o funcionario de la Dirección 
Nacional de Aduanas”. Suprimiríamos “miembro del Tribunal de Apelaciones”. 


(Interrupción que no se escucha.) 


Empezamos por “Magistrado”, luego “Actuario” y, a continuación, “Alguacil del Poder 
Judicial”. 


Léase el artículo 1* tal como quedaría redactado. 
(Se lee:) 


“Artículo 1*.- En los delitos previstos en los artículos 153, 155, 156, 157, 158, 158 bis y 160 del 
Código Penal, constituye agravante especial y la pena se elevará en un tercio en su mínimo y en su 
máximo, cuando el sujeto activo sea funcionario policial, funcionario militar, Magistrado, Actuario o 
Alguacil del Poder Judicial, Ministro del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, Magistrado del 
Ministerio Público y Fiscal, funcionario de la Dirección General Impositiva o funcionario de la Dirección 
Nacional de Aduanas.” 


SEÑOR PASQUET.- Aquí se dice que “constituye agravante especial [...] cuando el sujeto activo sea 
funcionario”, etcétera. Para mí, a los efectos de una redacción más correcta habría que sustituir la 
palabra “cuando” por el vocablo “que”, diciéndose: “constituye agravante especial [...] que el sujeto 
activo sea funcionario”, etcétera. De lo contrario, habría que expresar: “se configurará agravante 
especial [...] cuando el sujeto activo sea funcionario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo, señor Senador. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 1% con la modificación propuesta. 
(Se vota:) 

-7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Léase el artículo 2”. 
(Se lee:) 


“Artículo 2*.- A quien preste funciones en establecimientos de reclusión o detención de 
personas, se le incrementará en un tercio la pena mínima y máxima correspondiente cuando cometan 
cualquier delito en ejercicio de su función o en ocasión de ésta”. 


-En consideración. 


SEÑOR PASQUET.- Nuevamente habría que corregir un error de redacción. Nos estamos refiriendo a 
quien preste funciones, en singular, o sea que en lugar de “cometan” tendría que decir “cometa”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Correcto, señor Senador. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 2% con la modificación propuesta. 
(Se vota:) 
-7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Léase el artículo 3%, que no contiene modificaciones con respecto al texto enviado por el 
Poder Ejecutivo. 


(Se lee:) 


“Artículo 3*.- Las disposiciones de los artículos anteriores en ningún caso se podrán aplicar 
en forma acumulativa.” 


-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-7 en 7. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 4*. 
(Se lee:) 


“Artículo 4%.- Agrégase al Decreto-Ley N* 14.294, de 31 de octubre de 1974 y sus 
modificativos, el artículo 35 Bis, el que quedará redactado de la siguiente manera: 


“Artículo 35 Bis.- Cuando las actividades delictivas descritas en los artículos 30 a 34 tengan 
por objeto material todas aquellas formas de cocaína en su estado de base libre o fumable, incluida la 
pasta base de cocaína, la pena a aplicar tendrá un mínimo de tres (3) años de penitenciaría. 


Cuando las actividades delictivas descritas en el artículo 35 tengan por objeto material todas 
aquellas formas de cocaína en su estado de base libre o fumable, incluida la pasta base de cocaína, la 
pena a aplicar tendrá un mínimo de dos (2) años de penitenciaría. 


En las hipótesis previstas en los incisos anteriores, el Juez de la causa podrá disponer 
excepcionalmente la aplicación de las medidas consagradas en el artículo 3% de la Ley N* 17.726, de 
26 de diciembre de 2003, siempre y cuando se cumplan, en forma acumulativa, las siguientes 
condiciones: 


Que el imputado no tenga antecedentes penales por haber cometido delitos a título de dolo. 


Que a criterio del Juez la sustancia incautada represente desde el punto de vista cuantitativo, una 
cantidad menor. 


Que el imputado no le haya vendido dicha sustancia a menores de edad. 


Dictada la sentencia de condena, previa realización de las evaluaciones correspondientes, 
tomando en cuenta el proceso de rehabilitación del imputado, el Juez de la causa podrá disponer la 
continuación de las medidas mencionadas en el inciso anterior, hasta el cumplimiento de la pena, 
cometiéndose al Ministerio de Desarrollo Social, al Patronato Nacional de Encarcelados y Liberados y a 
la Oficina de Supervisión de Libertad Asistida, el seguimiento del imputado y su familia”. 


-En consideración. 


SEÑOR PASQUET.- Desearíamos escuchar la fundamentación de la propuesta, que es novedosa, 
realmente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Poder Ejecutivo, en su estrategia por la defensa de la vida y la convivencia, 
planteó una serie de proyectos de ley; como entre las iniciativas incluyó este artículo vinculado al tema 
de la pasta base, en el mismo momento abrió el debate sobre la posibilidad -lo digo sin pretender 
introducir el tema ahora, sino simplemente para tomarlo como referencia- de aprobar algún mecanismo 
de legalización del consumo de la marihuana. 


A juicio del Poder Ejecutivo -y este es el argumento que se nos ha planteado en forma 
enfática-, es necesario separar los mercados de las diferentes drogas en función del daño que, no solo 
a criterio del Gobierno, sino de las voces más reconocidas, cada una de ellas produce. 


En el caso de la pasta base, tal como señalaron algunos de nuestros invitados, el nivel de 
mezcla de cocaína y cafeína lleva a un grado de adicción casi comparable con el de la nicotina del 
cigarrillo, y por la frecuencia de consumo, en un tiempo muy corto el individuo termina llevando a su 
cerebro una cantidad de cocaína superior a la que recibe quien consume cocaína pura, que como 
además no es una sustancia fumable, la persona emplea otras vías para su consumo, como las venas 
O la nariz y, por lo tanto, tiene un recorrido bien distinto en el cuerpo. 


En este artículo hay una intención notoria de que quien trafique con esta droga tenga un 
castigo superior, debido al daño que ella produce. Se trata de un daño comparable, muchas veces, con 
un veneno; por eso se la distingue del resto de las drogas en los artículos 30 a 34; incluso en el artículo 
35, que es el más benévolo, también se sube la pena y se establece una pena mínima no excarcelable. 


Por supuesto que aquí hay una decisión política de, por un lado, no esperar el cambio del 
Código Penal y, por otro, establecer que sea una conducta delictiva penada con tanta fuerza que este 


sería, salvo información que no poseo, el único delito que tendría penas alternativas o atenuantes cuya 
pena mínima no sería de prisión, sino de penitenciaría. 


Obviamente, por la impronta del artículo hubo que definir “pasta base”, para que hubiera una 
identificación más exacta. A esos efectos, se tomó parte de lo que envió el Instituto Clemente Estable, 
que fue corroborado por la gente del Polo Tecnológico, que también ha realizado estudios al respecto. 


Por otra parte, si bien en los artículos 30 a 34 -vinculados al tráfico más pesado- se mantuvo 
la pena mínima de tres años de penitenciaría, en el caso del artículo 35 -que establecía una pena de 
prisión de doce meses y no de veinte como el resto-, se aplicó una pena de penitenciaría de dos años, 
la menor dentro de ese tipo, de manera tal que siempre fuera no excarcelable pero que quedara a 
criterio del Juez la determinación de la magnitud de la pena. 


A su vez, a partir de una serie de planteos que hicimos los Senadores de la bancada 
oficialista, por ser una pena no excarcelable tan fuerte -somos conscientes de eso y queremos dar una 
señal al respecto-, para aquellos casos en que se cumpla con los tres requisitos, esto es, no tener 
antecedentes -o no tenerlos a título de dolo-, ser periféricos en el sentido de tener más pasta base de 
la que podría ser de consumo personal pero no tanta como para que se trate de un tráfico significativo - 
esto queda a criterio del Juez, quien lo determinará en cada caso- y no haber vendido a menores - 
porque creemos que tratándose de los menores hay que tener una protección muy especial-, podrá 
haber medidas alternativas para la persona, como forma de darle una oportunidad. Es decir que si se 
aprobara este artículo, el Juez va a tener cierta flexibilidad. 


En definitiva, se ha tratado de que exista un cierto equilibrio en esta cuestión. Por un lado, se 
trata de dar una señal clara e inequívoca de que el Estado uruguayo no acepta que se juegue con la 
pasta base; pero por otro, como sabemos que en el tráfico de este tipo de estupefacientes a veces se 
involucra en forma periférica a gente más vulnerable -no estoy hablando solo de vulnerabilidad 
socioeconómica, sino también emocional y educacional- o a personas que tienen hijos a cargo -con las 
vulnerabilidades que también eso genera-, pretendemos que el Juez, en cada caso concreto, disponga 
de ciertas herramientas para actuar si cree que la recuperación de la persona puede ser mejor por las 
vías alternativas. 


En síntesis, estos son los argumentos de los cambios que se realizaron al artículo que envió 
el Poder Ejecutivo. Obviamente, nadie desconoce que aquí hubo un acuerdo, lo que es parte de la 
política, pero hubiéramos querido contar con más tiempo para el tratamiento de estos temas. 


SEÑOR GALLINAL.- Adelanto que me veo en la necesidad de hacer consultas a nivel de mi bancada, 
por lo que en esta instancia no voy a votar el artículo. 


SEÑOR PASQUET.- Por mi parte, sigo en el plan de pensar en voz alta, por las circunstancias que 
expliqué al comienzo. 


Nos parece muy bien que se irradie la señal de que todo lo relacionado con el tráfico de pasta 
base se va a tratar con la mayor severidad, por el daño que esa sustancia causa a la salud de quienes 
la consumen. Con ese propósito, fundamentalmente, nuestro compañero en la Cámara de 
Representantes, Gustavo Cersósimo, presentó hace unos meses un proyecto de ley cuya línea central 
consiste en equiparar el tratamiento punitivo que se da a esta figura de los artículos 30 y siguientes del 
Decreto-Ley N* 14,294, al del homicidio. Esto tiene dos elementos a destacar: por un lado, según las 
figuras, el máximo de la pena puede llegar a los dieciocho años de penitenciaría, lo que es realmente 
un guarismo muy severo; por otro, tratándose del homicidio llamado “simple”, al que refiere el artículo 
310 del Código Penal, el mínimo es de prisión, o sea que es excarcelable. De esta manera, se permite 
que en determinadas situaciones el Juez adopte un criterio de cierta benignidad -por decirlo de alguna 
manera- y, al mismo tiempo, se le dan herramientas para que, cuando el caso lo requiera, aplique un 
criterio de máxima severidad. Además, no se modifica lo que había sido la reforma del año 1998 de la 
Ley  N* 17.016 -si no recuerdo mal-, por la que se establecieron mínimos de prisión para todas estas 
figuras delictivas que originariamente, en el Decreto-Ley N* 14.294, tenían prevista pena de 
penitenciaría. La experiencia de un montón de años de aplicación de ese Decreto ley señaló la 


conveniencia de flexibilizar un poco el régimen y prever un mínimo de prisión para que los jueces 
pudieran moverse en función de las características de cada caso. El proyecto de ley del señor 
Representante Cersósimo mantiene el criterio del mínimo de prisión, pero lleva el máximo a cifras que 
pueden ser, reitero, de dieciocho años de penitenciaría. En líneas generales, y sin perjuicio de 
precisiones y ajustes que habría que hacer, nos parece que ese es un criterio correcto, adecuado. 


La propuesta del Poder Ejecutivo y las modificaciones que la bancada del Frente Amplio 
pretende introducir van en el sentido de aumentar, no los máximos, sino los mínimos, y excluir así la 
posibilidad de excarcelación. Estamos de acuerdo con esto en relación con alguna figura en particular, 
como por ejemplo con la del artículo 32 del Decreto-Ley N* 14.294, porque está referida al que 
organice o financie el tráfico de drogas. Nos parece bien que para el narcotraficante, para íl capo di 
mafia, que es el que organiza o financia la actividad, se extreme la severidad y hasta el mínimo sea de 
penitenciaría, de manera de impedir la excarcelación; pero en las demás figuras, francamente 
preferimos el criterio propuesto en el proyecto de ley del señor Representante Cersósimo. 


Ahora bien, si tenemos que elegir entre dejar todo como está o votar esto, creo que la 
bancada del Partido Colorado se inclinará por apoyar este proyecto de ley, y así lo haremos; sin 
embargo, nos parece que habría espacio para buscar una solución mejor que, repito, a nuestro juicio 
va por la vía que propone la iniciativa presentada por el señor Representante Cersósimo. 


SEÑOR MICHELINI.- Evidentemente, con respecto a esto nadie tiene la varita mágica, pero algunos 
países están estudiando estos primeros pasos que está dando Uruguay. Reitero que no estoy diciendo 
que esto nos conduzca a la panacea, que sería tomar los artículos 30 a 35 del Código Penal y 
estirarlos para separar los mercados. Si se aprobara este artículo y en el futuro tuviéramos para el 
tema de la marihuana -que vaya a saber cómo se resuelve finalmente- un mecanismo o una normativa 
legal despojada de la posición de los partidos políticos y analizada como un observador objetivo, nos 
encontraríamos con que lo relativo a esta droga se excluiría de los mencionados artículos, por lo 
menos en lo que respecta al proceso legal. 


Evidentemente, si estuviéramos ante un caso de tráfico, este quedaría fuera de la nueva 
normativa y estaría comprendido por los artículos 30 a 35 del Código Penal; todas las demás 
actividades delictivas con otras drogas también serían juzgadas por estos artículos, y por último, en la 
otra punta, se estaría separando los mercados y combatiendo con diferentes instrumentos legales lo 
relativo a la pasta base. A diferencia del resto de las drogas, las penas por las actividades con la pasta 
base no serían excarcelables, se establecería la mínima de entrada y solamente se dejarían abiertas 
algunas puertas para situaciones que el Juez entendiera que ameritan otra alternativa. En estos casos, 
el Juez podría aplicar el artículo 35 Bis y, por lo tanto, la pena mínima imputable sería de dos años, 
pero todos sabemos que a la mitad del período o, en todo caso, a los dos tercios de cumplida la pena, 
si se actúa con corrección, es posible obtener la libertad. En caso de que el imputado no tenga 
antecedentes a título de dolo, no le haya vendido sustancia a menores, y la cantidad de droga 
incautada represente una cantidad menor, el Juez también podrá buscar medidas alternativas. 


No estoy afirmando -porque nadie lo sabe- que esto vaya a funcionar correctamente, pero 
digo que las drogas no son todas iguales y por eso algunas quedarán comprendidas en los artículos 30 
al 35 del Código Penal, a otras les daremos un marco para su legalización y a otras les daremos con 
todo. Hay que tener en cuenta que algunos países están mirando con lupa los pasos que nuestro país 
está dando, para ver si el camino va por esa dirección. 


Estos son los fundamentos que quería mencionar. 


SEÑOR PASQUET.- Me parece razonable hacer la distinción. Esto ya fue manifestado por 
representantes de algunas de las entidades que visitaron la Comisión y lo considero sensato, ya que 
no es lo mismo la pasta base que la marihuana. Aprovecho para decir que en el proyecto de ley 
presentado por el Diputado Cersósimo también se hace una distinción, porque se excluye a la 
marihuana del tratamiento más severo que se propone para la generalidad de las drogas. 


Quiero hacer referencia al mecanismo de excepción previsto en los incisos finales del artículo 
4? del proyecto de ley, relativos a la posibilidad de que el Juez disponga las medidas alternativas 
previstas por la Ley N* 17.726 si se reúnen ciertos requisitos. Las medidas establecidas en el artículo 
3% de esta Ley son sustitutivas de la prisión preventiva y van desde la presentación periódica ante el 
Juzgado hasta someterse a asistencia psicológica. Se trata de una serie de medidas para aquellos 
casos que se consideren relativamente leves. No olvidemos que el artículo 2% de la Ley N* 17.726 
establece que el Juez podrá no decretar la prisión preventiva de procesados primarios, cuando prima 
facie entienda que no ha de recaer pena de penitenciaría. Este es el eje en torno al cual gira el 
mecanismo de la Ley N* 17.726. En los casos en los que no haya de recaer pena de penitenciaria, es 
posible adoptar medidas sustitutivas de la prisión preventiva. Este criterio no es un invento del 
legislador del año 2003, sino que responde a que en la interpretación ampliamente mayoritaria del 
artículo 27 de la Constitución -si la memoria no me falla-, la prisión preventiva es preceptiva cuando la 
pena a recaer sea previsiblemente de penitenciaría. Quiere decir que el Juez podrá no disponer la 
prisión preventiva cuando prevea que la pena a recaer no será de penitenciaría. 


Hay quienes entienden que esto no implica necesariamente que siempre se deba disponer la 
prisión preventiva cuando la pena a disponer sea de penitenciaría; yo participo de esa opinión, pero 
mayoritariamente, en la práctica de nuestra Justicia, el criterio que ha funcionado toda la vida es el 
otro: si se prevé pena de penitenciaría, automáticamente corresponde prisión preventiva. Eso ha sido 
históricamente así. En función de este criterio histórico, la Ley  N* 17.726 dispone que en los casos 
en que no vaya a recaer pena de penitenciaría se podrán adoptar las medidas sustitutivas de la prisión 
preventiva, establecidas en el artículo 3". 


Ahora bien; este proyecto de ley cambia absolutamente el esquema legal en su aplicación 
histórica, porque dice que incluso en los casos en los que necesariamente va a recaer pena de 
penitenciaría -porque esta disposición establece mínimos de penitenciaría-, si se reúnen ciertos 
requisitos, se podrá no disponer la prisión preventiva y sustituirla por estas otras medidas del artículo 39 
de la Ley N* 17.726. Esto implica un trastorno fenomenal de todos los mecanismos procesales penales 
que hemos aplicado siempre. 


Se trata de una modificación de gran envergadura que creo que exige una reflexión detenida. 
Me parece mucho más razonable mantener los mínimos de prisión, que permiten la excarcelación - 
porque aun si se desean aplicar medidas sustitutivas estamos dentro del sistema de la Ley N* 17.726-, 
en lugar de establecer mínimos de penitenciaría y, al mismo tiempo, decir que aun en esos casos se 
podrán aplicar estas medidas sustitutivas. Estamos trastornando toda la sistemática. 


Tenemos que tener presente que el orden jurídico es un todo que se supone que es coherente 
y conexo, y en el que todas las partes tienen su correspondencia entre ellas. Acá estamos haciendo un 
islote para las figuras contenidas en los artículos 30 a 35 del Decreto-Ley N* 14.294, que nada tiene 
que ver con nada y que cambia toda la sistemática procesal penal que hemos manejado siempre y 
dentro de la cual hemos tenido la posibilidad de adoptar medidas más severas o benignas, 
dependiendo de los casos, pero siempre respetando ciertos lineamientos generales del sistema, que 
en este proyecto se cambian. 


Lo cierto es que enciendo una poderosa luz roja, una señal de alerta, porque este es un 
cambio que trastorna profundamente la sistemática que hasta ahora hemos venido aplicando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Somos conscientes de que estamos tensionando el Código Penal; de eso no 
hay dudas. También somos conscientes de que la pena de dos o tres años, según el caso, es muy 
severa para ser la mínima. Tan dura es que le buscamos, tensionando el Código Penal, algunas 
puertas para el Juez. Obviamente este artículo no se va a llevar las cucardas de la Cátedra. 


No es que estemos modificando el artículo 3% de la Ley N* 17.726; lo que estamos 
proponiendo es que en este único caso pueda aplicarse. No abrimos la puerta para que, de ahora en 
adelante, pueda aplicarse a todos los que tienen pena de penitenciaría. No; no es así. Lo que estamos 
diciendo, reitero, es que en ese caso, excepcionalmente, puede aplicarse. 


Si porque van a tener pena de penitenciaría -de tres años en el caso de los artículos 30 a 34, 
y de dos años en el del 35- nosotros estableciéramos que no son aplicables las penas alternativas, 
podríamos tener un Código muy ordenadito pero sin permitir que el Juez tuviera alguna ventana para 
aquellos casos en los que se cometió un delito y hay que aplicar la ley, pero sabiendo que son 
personas que se pueden recuperar con penas alternativas. Se trata de casos en los que el porcentaje 
de recuperación es muy alto; si no fuera así, podríamos plantearnos no incorporar las penas 
alternativas, pero no hacerlo cuando estamos incorporando mínimas de penitenciaría, parece muy 
duro. 


Es muy difícil alcanzar el equilibrio entre dar una señal clara e inequívoca de que vamos 
contra la pasta base y permitir que el Juez tenga algunos instrumentos para aproximarse a la realidad, 
en cada caso, con mejor sabiduría. 


Obviamente, no vamos a obtener el Oscar con esta iniciativa; eso ya está claro. 


SEÑOR PASQUET.- Convenimos en que hay que dar al Juez las herramientas para que haga Justicia 
en el caso concreto, pero en mi opinión personal esa herramienta es la del mínimo de prisión; con eso 
el Juez se mueve. Me parece que por ahí va la cuestión. Ese es el criterio de la Ley N* 17.016, que se 
dictó en el año 1998 recogiendo la experiencia de décadas de aplicación del Decreto-Ley N* 14,294, 


En cuanto a lo otro, se puede aumentar el máximo cuanto se quiera, con la idea de que quien 
comete delitos realmente graves sea sancionado con la mayor severidad posible, pero hay que dar al 
Juez la herramienta para que contemple los casos que merezcan ser contemplados. Es claro que ello 
implica confiar en los jueces, es cierto, pero no hay otro camino porque, de lo contrario, vamos a tener 
un sistema tan severo que puede resultar injusto con quienes, mereciendo un trato benigno, no lo 
tengan porque la ley no da espacio para ello. 


Quiero señalar que el mecanismo que acá se propone, de medidas sustitutivas cuando se 
reúnan ciertos requisitos, podría permitir -lo digo hipotéticamente- que quienes merezcan algunas de 
las penas más graves de nuestro ordenamiento, se vieran beneficiados. Por ejemplo, los grandes 
traficantes u organizadores -incluidos en el artículo 32-, que todos estimamos que deben tener una 
sanción severa -yo soy partidario de que se les aplique el mínimo de penitenciaría y no se les permita 
la excarcelación-, perfectamente pueden ser extranjeros -mexicanos, colombianos, etcétera- y no 
registrar antecedentes en el Uruguay. A esa gente no se la agarra con droga encima y tampoco se le 
puede probar que se la vendieron a menores, porque son los grandes operadores, los que actúan en 
otro plano, en otra dimensión, de otra manera, y también son los de mayor peligrosidad, los que hacen 
más daño. A esas personas nunca se las encuentra con el paquetito de droga por la calle o vendiendo 
en la puerta de los liceos, y si vienen de otro lado o se han cuidado mucho y han tenido éxito, tampoco 
tienen antecedentes. 


Considero que esta disposición -que descuento fue redactada con la mejor intención del 
mundo y para hacer las cosas más humanas- permite que se escapen de la red peces más que 
grandes. No veo que se justifique un apartamiento tan grande de la sistemática de nuestro 
ordenamiento procesal penal en función de resultados óptimos que, insisto, no se van a conseguir, 
porque se escaparía gente que debería quedar adentro de la red. Por eso, mi posición personal es que 
haríamos bien en mantener el mínimo de prisión, aumentando sí, a discreción, los máximos, para ser 
severos con quienes lo merezcan. 


Otra precisión que quiero realizar es que está muy bien tener presente que oportunamente el 
condenado puede solicitar la libertad anticipada -es una expectativa interesante para la persona que se 
enfrenta a un mínimo de dos años o, en la mayoría de los casos, tres años de penitenciaría-, pero no 
hay que olvidar que acá juega la lentitud de nuestro proceso. Para pedir la libertad anticipada tiene que 
haber sentencia ejecutoriada, y difícilmente la haya en uno o dos años en estos procesos que tienen 
que ver con la droga. Entonces, la idea de que el individuo puede aspirar a salir con la mitad de la pena 
si se porta bien, es relativa; podrá salir si el proceso termina en ese plazo, lo cual de ninguna manera 
es sencillo. 


Por estas consideraciones tengo que decir, como lo ha hecho el señor Senador Gallinal, que 
debo consultar a la bancada, ya que en estas condiciones no puedo votar el artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que los peces grandes no se escapan, o ya lo hacen, pero no por el 
articulado. 


Una persona que trafica estupefacientes, aunque no tenga la droga en su poder, aunque no 
tenga antecedentes, aunque no le haya vendido a menores -todavía no se votó esto-, quedará 
comprendida por los artículos 30 a 35. Hoy todos tienen un mínimo de prisión y también existe la 
posibilidad de que se les aplique penas alternativas, pero los Jueces no las utilizan. Se tienen que 
reunir ciertas condiciones, pero también está el criterio del Juez. 


No creo que esto esté vinculado a los grandes traficantes. El artículo refiere a una zona más 
delicada en cuanto al tráfico, en una escala un poco menor, y con la pasta base, que hace un daño 
terrible; pero puede haber casos en los que, si no establecemos las penas alternativas, podríamos 
cometer más injusticias. 


Esta es la constancia que quería dejar planteada y no es para polemizar. 


SEÑOR GALLINAL.- No está clara la redacción del artículo. Por tanto, sería bueno que quien sea 
elegido como miembro informante realice las consultas del caso. Por ejemplo, de los nuevos incisos 
que se quiere agregar no surge que la consulta al Ministerio Público sea preceptiva, como debería 
serlo, ya que es quien va a evaluar los riesgos que implica para la seguridad de la población proceder 
en la forma en que se pretende. Me parece que en el caso de las medidas sustitutivas a la prisión 
preventiva, ineludiblemente el Juez debería consultar al Ministerio Público, pero al no estar establecido 
en el articulado, parecería que la consulta no se debe realizar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso se puede consultar. 


SEÑOR GALLINAL.- En segundo lugar, tampoco surge, como sucede en el caso de las medidas 
sustitutivas a la prisión preventiva, que efectivamente el Juez considere, prima facie, que no habrá 
condena de penitenciaría. 


En tercer término, aquí veo que se mezclan condiciones de carácter objetivo con las de 
carácter subjetivo, no solamente porque es el Juez el que, a su criterio, puede o no -y, repito, 
aparentemente sin la consulta al Ministerio Público- disponer la excepción, sino porque, además, el 
literal b) es claramente una valoración absolutamente subjetiva de parte del Juez. Y a esto se 
acumulan -porque así lo dice el acápite de los literales- dos condiciones objetivas, es decir las que 
figuran en los literales a) y c). 


Dejo planteadas estas inquietudes porque, más allá de las consultas que pueda realizar a 
nivel de mi bancada, después nos vamos a encontrar con el eterno problema de las redacciones 
presentadas en Sala, por lo que me adelanto a realizar las objeciones ahora, esperando que el jueves 
se pueda dar una respuesta definitiva. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Propongo que ahora votemos, y que en el día de mañana nos reunamos el 
miembro informante, un integrante de cada uno de los Partidos de la oposición y quien habla, como 
Presidente, para volver a conversar sobre esta norma y sobre el artículo 1%, luego de realizar las 
consultas del caso. 


Reitero que mi sugerencia es votar el artículo tal como está y luego plantear las 
modificaciones en el Senado. 


SEÑOR ROSADILLA..- Tal vez podríamos adelantar en este punto porque, si no entendí mal, el aporte 
del señor Senador Gallinal es apoyado por la Comisión. Me refiero a que antes de votar, podríamos 
considerar que después de donde dice que “el Juez de la causa podrá disponer excepcionalmente la 


aplicación de las medidas consagradas en el artículo 3% de la Ley N* 17.726, de 26 de diciembre de 
2003”, se agregue la frase: “de acuerdo con lo preceptuado por el artículo 2? de la misma Ley”, ya que 
allí sí se indica la consulta preceptiva al Ministerio Público, así como a otra serie de normas. De esta 
forma, se establece que se actuará de acuerdo con lo que la Ley indica a través del artículo 2”. Se 
agrega una sola frase y se remite al Juez a la aplicación de lo ya establecido en la norma general. 


SEÑOR PASQUET.- El problema es que el artículo 2? de la Ley N* 17.726 empieza diciendo que el 
Juez podrá no decretar la prisión preventiva cuando entienda que no ha de recaer pena de 
penitenciaría. Si nos remitimos a ese artículo 2% cuando aquí estamos estableciendo un mínimo de 
penitenciaría, nos van a imputar contradicción flagrante. 


Me parece que más vale repetir la frase. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sugiero votar la norma tal como está y realizar las consultas del caso. Reitero 
mi propuesta en el sentido de que mañana se reúnan el miembro informante, un integrante de cada 
una de las bancadas de la oposición y el Presidente, para analizar algunas de las observaciones 
propuestas. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 4% en la redacción propuesta por la 
bancada del Frente Amplio. 


(Se vota:) 
-5 en 7. Afirmativa. 
SEÑORA MOREIRA.- Propongo al señor Presidente como miembro informante del proyecto de ley. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 
(Se vota:) 
-6 en 7. Afirmativa. 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 15 y 39 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
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